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ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO

19 na
Asamblea
      3 ra
Sesión

         Legislativa                                                                                         
        Ordinaria

CÁMARA DE REPRESENTANTES
P. del S. 344
INFORME POSITIVO 
11 de marzo de 2022
A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO:
La Comisión de lo Jurídico de la Cámara de Representantes de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomiendan la aprobación del P. del S. 344, sin enmiendas. 

ALCANCE DE LA MEDIDA
El Proyecto del Senado 344 tiene como propósito “añadir un nuevo inciso (n) al Artículo 3 y reasignar los incisos (n) al (v) como incisos (o) al (w) de dicho artículo; enmendar el inciso (1) del Artículo 4; añadir un nuevo Artículo 4-A; enmendar el inciso (a) del Artículo 15; enmendar el Artículo 16; añadir un nuevo Artículo 20-A; enmendar el Artículo 21; enmendar el Artículo 23; enmendar el inciso (c) (1) del Artículo 24; enmendar el inciso (a) del Artículo 27; y añadir un nuevo inciso (h) al Artículo 37 de la Ley Núm. 88 de 9 de julio de 1986, según enmendada, conocida como "Ley de Menores de Puerto Rico"; enmendar el inciso (d) de la Regla 2.9; enmendar la Regla 2.12, enmendar la Regla 2.14, añadir una nueva Regla 2.20, enmendar la Regla 4.1; enmendar la Regla 5.1 y enmendar la Regla 8.1 de las Reglas de Procedimientos para Asuntos de Menores, según enmendada, a los fines de establecer que la jurisdicción del Tribunal de Menores será ejercida sobre los(as) menores entre la edad de 13 años de edad y menores de 18 años y establecer procedimientos alternos para menores que no hayan cumplido los trece 13 años de edad; requerir el agotamiento de remedios administrativos establecido en el sistema de educación público o privado cuando la situación elevada a la consideración del foro judicial, Sala de Asuntos de Menores, se origine en una institución educativa; prohibir el uso de restricciones mecánicas en los procedimientos de menores y regular el proceso para determinar en qué casos de manera excepcional podrán ser utilizadas las mismas; establecer la Mediación como Método Alterno para la Solución de Conflictos en los Procesos de Menores; prohibir el uso del informe social previo o durante la vista adjudicativa y prohibir el confinamiento en solitario(a) y el uso de gas pimienta contra menores durante el periodo carcelario; disponer que será compulsorio el uso de intérpretes a partir de la etapa investigativa; atemperar los términos para la celebración de la vista de determinación de causa probable para la radicación de la querella a los dispuesto en la “Ley de Menores”; reducir los términos para la celebración de las vistas en alzada tanto en los casos de menores bajo la custodia del Negociado de Instituciones Juveniles, como para los(as) menores bajo la custodia de padres, madres y/o encargados(as) y disponer requisitos mínimos al Estado al momento de celebrar vistas en ausencia del(la) menor; eliminar las renuncias de jurisdicción automáticas y limitar las renuncias de jurisdicción a casos de asesinato y agresión sexual; y para otros fines relacionados.”
ALCANCE DEL INFORME

La Comisión de lo Jurídico del Senado solicitó comentarios al Departamento de Justicia (“DJ”), Departamento de la Familia (“DF”), Departamento de Educación (“DE”), Departamento de Corrección y Rehabilitación (“DCR”), Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico (“DSP”), a la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y Comunitario de Puerto Rico (“ODSEC”), Sociedad para Asistencia Legal de Puerto Rico (“SAL”), Asociación de Psicología de Puerto Rico, Unión Independiente de Abogados de la Sociedad para Asistencia Legal (“UIASAL”), Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico (“CPTSPR”) y Taller Salud, Inc. 

Al momento de redactar su informe, y a pesar de múltiples esfuerzos, que incluyen haber convocado y citado a una Audiencia que debió ocurrir el miércoles, 6 de octubre de 2021, pero que fue suspendida, los Departamentos de Justicia, Educación, Seguridad Pública y Corrección y Rehabilitación, no habían comparecido ante esta Honorable Comisión. 

La Comisión de lo Jurídico de la Cámara de Representantes no solicitó memoriales adicionales debido a que la información provista por las distintas ponencias es suficiente para recomendar favorablemente la aprobación de la medida. 

ANÁLISIS DE LA COMISIÓN DE LO JURÍDICO DEL SENADO
En el 2017, Alma Yadira Cruz Cruz, una niña de once (11) años, negra y con diversidad funcional, captó la atención de Puerto Rico, cuando el Departamento de Justicia, por conducto de tres (3) Procuradores de Menores imputaron faltas (delitos) de agresión, alteración a la paz y amenaza.  En ocasión de los hechos, la menor fue arrestada y llevada ante el Tribunal, encontrándose muy cerca de ser ingresada a una institución juvenil penal.  La causa de este proceder fue una disputa con dos (2) compañeras de escuela, a quienes Alma Yadira, debido a su cansancio por un alegado patrón de acoso racial, empujó a una de las “víctimas”, infirió palabras soeces y amenazó con lanzarlas por las escaleras.  

Previo a este suceso, Alma Yadira había recibido improperios por estas mismas compañeras de estudios, quienes le habían llamado “mona”, “negra sucia”, “negra dientúa”, “pelo de caíllo”, y “negra asquerosa”.  Afortunadamente, pero luego que el erario invirtiera cerca de trescientos mil dólares ($300,000) en el caso, el Departamento de Justicia desistió de continuar con el proceso adversativo. 

Sin duda, el P. del S. 344, codificado en la pasada Asamblea Legislativa como P. del S. 389, constituye una contra respuesta a la realidad de nuestro ordenamiento jurídico que, en el tratamiento de menores en conflicto con la ley, son sometidos a un sistema altamente punitivo.  Su máxima aspiración, es, por ende, evitar que los menores sean expuestos a este tipo de procedimientos, no sin antes agotar remedios administrativos en sus respectivas instituciones educativas, lo cual incluye la adaptación e implementación de la mediación en la solución de conflictos.

Como bien señala UIASAL, y otras entidades públicas y privadas, los tribunales de menores surgen en los Estados Unidos en 1899, específicamente en el estado de Illinois, en respuesta a la necesidad que se identificó de crear unos procesos particulares para las personas menores de edad.  En Puerto Rico, en el 1902 el Código Penal de Puerto Rico reconoció diferencias entre adultos y personas menores de edad, al establecer que quedaban excluidas de la acción penal aquellos entre 7 a 14 años de edad, a menos que se encontrara prueba de que poseían consciencia de su maldad.  Posteriormente, en 1915 se aprobó la Ley de cortes juveniles, creando propiamente un proceso especial para las personas menores de edad y excluyéndoles del procesamiento criminal. Así, continuó desarrollándose el sistema de procesamiento y juzgamiento de personas menores de edad a través del Siglo XX, llegando a su última regulación con la aprobación en 1986 de la Ley de Menores, y sus reglas procesales.

El desarrollo de esta legislación pretendió abandonar el sistema tutelar para posicionarse en una especia de sistema garantista, pero sin abandonar totalmente esa filosofía tutelar que estuvo bajo fuerte ataque por parte del Tribunal Supremo de los Estados Unidos, dando paso al reconocimiento de importantísimos derechos constitucionales, mientras se pasaba de que la persona menor de edad fuera considerada solo objeto de derechos para posicionarlos como sujetos de derechos.  El enfoque tutelar estuvo bajo fuere escrutinio en la década del sesenta, particularmente en los Estados Unidos.  

En 1966 y 1967, el Tribunal Supremo de Estados Unidos, al resolver los casos Kent v. U.S. e In re Gault trastocó el estado de derecho vigente en ese momento.  En ambos casos se analizó el sistema de justicia juvenil y se señalaron varios requisitos básicos del debido proceso de ley que se hicieron extensivos a todo el proceso judicial de los menores por su alegada conducta delictiva.  Precisamente, en In re Gault, se dejó claro que, “neither the Fourteenth Amendment nor the Bill of Rights is for adults alone.”

En Puerto Rico, durante la década del 1970 se realizaron algunas enmiendas al proceso, debido a diferentes planteamientos que surgían sobre la necesidad de adoptar una filosofía distinta en la que se exigiera a la persona menor de edad “responsabilidad” por sus actos.  Entre los movimientos realizados se creó el Comité de Justicia Juvenil de la Conferencia Judicial de 1980, con el fin de lograr cambios al sistema de justicia juvenil.  Esto dio paso a que en 1986 se firmara la Ley de Menores de Puerto Rico.  

Esta Ley propuso un marco filosófico ecléctico en el que, sin rechazar la función rehabilitadora del proceso, se le exigiría responsabilidad al menor por sus actos, así como impartir una mayor formalidad en los procesos para la solución de los asuntos que llegan ante el Tribunal, sin alterar el carácter especial y rehabilitador del proceso.  Como resultado de la responsabilidad que se le impondría al joven por sus actos, las posibles faltas estarían divididas en tres categorías, y sobre esa base asignarían determinadas sanciones.
 

La Ley de Menores define la Falta Clase I, como toda conducta incurrida por adulto que constituye delito menos grave.  La Falta Clase II, se refiere a toda conducta incurrida por adulto que constituye delito grave, exceptos las incluidas en la Clase III, que se refiere a toda conducta incurrida por adulto que constituye delito grave de primer grado, excepto la modalidad de asesinato en primer grado que está excluida de la jurisdicción del tribunal de menores; delito grave de segundo grado y los delitos graves en su clasificación de tercer grado, que incluye: asesinato atenuado, escalamiento agravado, secuestro, robo, agresión grave en su modalidad mutilante, y ciertos delitos bajo la Ley de Armas.  De igual forma, para despejar toda duda en el lector, bajo la Ley de Menores, la figura del Procurador de Menores es el equivalente al Fiscal en el sistema penal de adultos.  Por ser menores, se le llama faltas a los que en el sistema de adultos se constituye delitos. 

Los sujetos de derecho, a la luz de lo que comprende el concepto “sociedad”, se han ajustado a distintas normativas establecidas por el Gobierno.  Ante esa realidad, los ciudadanos han comprendido que los valores que los distinguen como tal, en base a unas garantías democráticas establecidas por su sociedad, no son negociables.  Mucho menos en las instancias que tratan sobre los preceptos fundamentales para el ser humano, de origen natural y capaces de sobrepasar cualquier otro interés.  En el objeto de análisis necesario para comprender estas relaciones, la figura del niño es considerada prioritaria en los distintos ordenamientos jurídicos. 

A su vez, los menores son el producto de la vida organizada en forma de “sociedad civil” por considerarse el resultado de las distintas relaciones familiares.  Los menores, bajo el marco occidental, se suelen categorizar como individuos con atributos únicos, pues recibe el influjo de las ideas de otros sujetos de derecho y obtiene la responsabilidad de preservar aquellos valores que recibió como parte del proceso de socialización. 

Con este panorama general sobre la niñez, se debe abordar el intento por establecer garantías legales para los niños a través del sistema internacional de derecho.  Una de las problemáticas de mayor recurrencia en los Estados subdesarrollados es el trabajo forzoso. Es una táctica que consiste en forzar a un individuo, bajo circunstancias usualmente poco higiénicas y riesgosas para el bienestar, a realizar distintas labores dirigidas a proveer sustento económico a miembros de la familia.  A pesar de que la práctica se ha reducido en países latinoamericanos y africanos, el trabajo forzoso es considerado el primer problema que se atendió a nivel internacional para proteger la niñez.  Cabe destacar la atención especial que los juristas internacionales le brindaron al fenómeno: 

“No sólo se evidencia una carencia en la protección contra el trabajo forzoso, ya que sus normas [laborales] suelen ser desconocidas incluso por los agentes que deben aplicarlas, como abogados o jueces, sino porque su incorporación a las leyes, políticas y programas de infancia, resulta todavía deficiente, parcial y fragmentaria.” (Villagrasa, 2015) 

El trabajo forzoso comenzó a prohibirse paulatinamente a partir de la década del 1920, al igual que las prácticas sobre el reclutamiento de menores en las fuerzas armadas fueron mermando en naciones bajo diferentes conflictos civiles.  El tiempo que comprende este periodo y la Declaración de los Derechos del Niño estuvo marcado de políticas sociales que reforzaron la necesidad de mayores recursos educativos, un acceso a la seguridad alimentaria y el económico a sus padres y de manera independiente. 

El último objetivo de estas iniciativas sería otorgar derechos democráticos plenos para los niños, para que no se vean afectados por las decisiones de sus mayores en cuestiones de derechos humanos.  El problema de la arbitrariedad aún existe, pero no se encuentra limitado a las posiciones políticas respecto al concepto de familia, lo que indica una clara evolución social:  

“De esta manera, los marcos legales y normativos, tanto nacionales como supranacionales, fueron mejorando y las agendas políticas se han ido posicionando del lado de los derechos del niño. Aunque, en la mayoría de las ocasiones, se trata de políticas arbitrarias, que generan relaciones desiguales; y paternalistas, centradas en la protección del niño, precisamente por su condición de niño y sus atributos de ‘inmaduro’ o ‘incompleto’ y, además, con una marcada orientación a la atención de la infancia como una en riesgo o en desamparo.” (CASAS, 1998)

No fue hasta 1924 cuando la Sociedad de Naciones (SDN) emitió su opinión legal e internacional sobre el estatus de los niños en las diferentes naciones comprendidas en la Declaración de Ginebra.  Este es un texto de gran relevancia histórica para el derecho internacional, ya que reconoce y afirma, por primera vez, la existencia de unos derechos específicos para los niños y las niñas, pero sobre todo la responsabilidad de los adultos hacia ellos.  Establece que “la humanidad debe al niño lo mejor que ésta puede darle.”  En un lenguaje claro y preciso (ya que la intención no era realmente formular derechos), la declaración pone más énfasis en los deberes del adulto hacia los niños y niñas más que sobre los derechos de la niñez.  En 1934, la Asamblea General de la Sociedad de Naciones aprobó el texto de la Declaración de Ginebra.  Los Estados firmantes hacen una promesa de incorporar estos principios a las legislaciones internas, pero este movimiento no es jurídicamente vinculante para ellos.

El documento que se utiliza en la actualidad como referencia para el derecho infantil es la Declaración de los Derechos del Niño, aprobada en 1959 como una expresión de los Estados permanentes en la Organización de Naciones Unidas (ONU).  Debido a su naturaleza en las relaciones internacionales, las declaraciones no son vinculantes ante los ordenamientos jurídicos y no representan una obligación para los países que hacen o no hacen constar su apoyo.  Se establecieron diez principios en torno a la protección de los niños: 

1. El derecho a la igualdad, sin distinción de raza, religión o nacionalidad.

2. El derecho a tener una protección para el desarrollo físico, mental y social del niño.

3. El derecho a un nombre y a una nacionalidad desde su nacimiento.

4. El derecho a una alimentación, vivienda y atención médicos adecuados.

5. El derecho a una educación y a un tratamiento especial para aquellos niños que sufren alguna discapacidad mental o física.

6. El derecho a la comprensión y al amor de los padres y de la sociedad.

7. El derecho a actividades recreativas y a una educación gratuita.

8. El derecho a estar entre los primeros en recibir ayuda en cualquier circunstancia.

9. El derecho a la protección contra cualquier forma de abandono, crueldad y explotación.

10. El derecho a ser criado con un espíritu de comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos y hermandad universal. 

Se utilizó como referencia la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) para formular un andamiaje normativo y legal sobre cómo se adoptarían las garantías previamente establecidas a la niñez, en la Declaración de Ginebra, a los sujetos que están cobijados bajo la doctrina de los derechos humanos.  El hito para los derechos del niño se produjo en el 1986, cuando se presentó ante la Asamblea General de la ONU un borrador sobre la Convención de Derechos del Niño.  En este caso, la protección del niño sí se consideraría un interés primordial en la práctica del derecho internacional y los países que firmen el acuerdo se ven obligados a implementar alguna legislación (de carácter interno o en forma de política exterior) que haga valer el estatuto. 

La Convención sobre los Derechos del Niño entró en vigor el 7 de septiembre de 1990, cuando 20 países, todos ellos miembros de las Naciones Unidas, lo ratificaron.  Ningún otro tratado internacional sobre derechos humanos ha provocado tal consenso por parte de los allegados a la ONU.  De los 195 estados soberanos e independientes representados por las Naciones Unidas, 192 países miembros firmaron la Convención y solo dos no la han ratificado. 

El panorama internacional sobre los derechos del niño ha sufrido diversas reformas, que se basan la evolución de la sociedad y el poder que ha adquirido esta población en tiempos modernos.  No cabe duda de que, la capacidad mental, física y social de los niños no es igual a los tiempos que permitían el trabajo forzoso.  La dignidad y la integridad de todo individuo menor de edad se extiende más allá del aspecto laboral, y constituye el pilar de todos los derechos asegurados para la niñez. 

Para combinar las normativas de cada Estado con las exigencias de los niños en el Siglo XXI, se requerirá un Estado de derecho capaz de crear un balance entre la voluntad de los padres y el rol de todo menor de edad en la sociedad. Asimismo, el rol de los organismos internacionales en asegurar los derechos del niño continúa siendo la herramienta más importante para combatir la explotación, el rechazo, la desinformación y la falta de acceso a los servicios más básicos por parte de la población menor de edad alrededor del planeta. 

Departamento de la Familia
La Secretaria de la Familia, Dra. Carmen Ana González Magaz, condiciona la aprobación del P. del S. 344, a que se consideren sus comentarios y recomendaciones. 

De entrada, destaca que el Gobierno Federal ha establecido los once (11) años como la edad mínima para que menores puedan ser procesados judicialmente, ante delitos de este tipo.  No obstante, destaca que, a nivel estatal, estados como Carolina del Norte entiende que a partir de los seis (6) años se puede procesar a un menor por conductas criminales.  Otros, tales como Nueva York, Massachusetts y Maryland han establecido los siete (7) años para que menores encaren dichos procesos.  Por su parte, Wisconsin, Dakota del Sur, Colorado, Kansas, Luisiana y Texas han establecido la jurisdicción de los Tribunales de Menores a partir de los diez (10) años. 

Al evaluar lo propuesto sobre el proceso de mediación, sostiene que este debe permanecer inalterado, a petición de parte.  A su juicio, el Tribunal de Menores debe mantener jurisdicción en caso no se alcancen acuerdos entre las partes.  Al ponderar los cambios propuestos en la medida, comenta, de forma general, lo siguiente:

“No hay duda de que las exigencias y cambios sociales, culturales, económicos además de las nuevas tendencias de delinquir de los menores hace necesario revisar nuestro sistema judicial.  No obstante, no se ha establecido a ciencia cierta a partir de qué edad en particular se puede responder penalmente debido a que la madurez y la capacidad del menor dependerá de su desarrollo emocional, mental y físico, condición social, ubicación geográfica, entorno familiar, nivel económico y acceso a información, entre otros factores.  No obstante, debemos ser cautelosos con las consecuencias sociales al establecer una edad mínima para que un menor pueda estar sujeto a un proceso judicial.  No se debe establecer como principio fundamental que debido a que es menor, estaría exento de cumplir con la ley y tendría autorización legal para cometer delitos y poner en riesgo la seguridad de la comunidad sin encarar ninguna consecuencia por sus actos.  Esto a su vez podría tener como consecuencia que aquel menor que no se le pueda procesar judicialmente desarrolle un sentido de impunidad, lo que no es admitido en una sociedad de ley y orden.  De otro lado, debemos también ejercer cautela al evaluar este tipo de legislación, ya que de aprobarse la misma pudiésemos estar exponiendo a nuestros menores de trece (13) años a ser utilizados por adultos para llevar a cabo actividades delictivas como subterfugio para violar la ley ya que se les presumiría inimputables y exentos de responsabilidad penal.”
 (Énfasis suplido)

En torno al agotamiento de remedios administrativos (Art. 4-A), la Secretaria sostiene que, dependiendo el tipo de falta, ordinariamente estas son atendidas conforme a la reglamentación y políticas del Departamento de Educación.  En cuanto a la enmienda al Artículo 20-A (restricción física de menores), otorga deferencia a los comentarios que presenten la OAT y el DCR, por ser asuntos estrictamente ligados a la seguridad de los procesos en los Tribunales.  Igualmente otorga deferencia al Departamento de Justicia en cuanto a la enmienda propuesta a la Regla 2.12 de las de Procedimientos de Asuntos de Menores.  Considera innecesaria, no obstante, la enmienda promovida a la Regla 2.14, por entender que sus actuales disposiciones permiten lo propuesto.  

Finalmente, y sobre la renuncia de jurisdicción por parte de los Procuradores, la Secretaria de la Familia entiende esta debe ser caso a caso, y no de forma automática.  Es su contención que, “se tiene que tomar en consideración la madurez y la capacidad del menor.  Ello, a su vez, depende de su desarrollo emocional, mental y físico, condición social, ubicación geográfica, entorno familiar, nivel económico y acceso a información, entre otros factores.”
  Por tanto, para la Secretaria es medular enfocarnos en prevenir, atender y ofrecer servicios para erradicar la violencia en el hogar, el maltrato, el abuso físico, emocional, sexual! entre otros males.
Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y Comunitario de Puerto Rico
La Lcda. Thais M. Reyes Serrano, directora ejecutiva de la ODSEC, expresa favorecer, con enmiendas, la aprobación del P. del S. 344.  Los comentarios de este ente son necesarios, toda vez que, la ODSEC es la encargada de dirigir y administrar los fondos federales del Programa de Justicia Juvenil, que existe por motivo del Juvenile Justice and Delinquency Prevention Act, y cuyo propósito es prevenir la delincuencia juvenil, así como mejorar el Sistema de Justicia Juvenil de Puerto Rico.  

Tras un recuento histórico y jurisprudencial en cuanto a la óptica empleada por el Tribunal Supremo de los Estados Unidos al momento de tratar a menores que enfrentan procedimientos criminales, la ODSEC sostiene que esta Foro, “con el paso de los años y progresivamente se ha insertado a las nuevas tendencias internacionales de justicia juvenil.  El reconocer que los menores son distintos a los adultos y por consiguiente no se les debe juzgar igual es un gran paso de avanzada”.

De igual forma, surge del memorial un recuento sobre la evolución de nuestro ordenamiento jurídico hasta la aprobación de la Ley Núm. 88 de 9 de julio de 1986, conocida como “Ley de Menores de Puerto Rico”.  Uno de los aspectos traídos ante nuestra consideración, es la enmienda promovida para incluir la figura de renuncias automáticas en ciertos casos de menores.  Así las cosas, nos expresa que, la Asamblea Legislativa quedó sumida en una férrea discusión sobre la viabilidad de incorporar dicha figura a la Ley de Menores.  Los opositores señalaban no tener eficacia, estableciendo que las causas de la violencia se debían a la dejadez gubernamental por atender asuntos medulares para la sociedad, mientras que opositores argüían era necesario implementar medidas para detener la ola criminal.  Sin embargo, no fue hasta la aprobación de la Ley 19-1991, que se estableció permanentemente las renuncias automáticas en dicho estatuto. 

Al evaluar el propósito del P. del S. 344, la ODSEC señala y enfatiza sobre la necesidad de reenfocar la manera en que se imparte justicia en Puerto Rico, por ende, comenta lo siguiente:

En primer lugar, es nuestro deber consignar que estamos convencidos de que cualquier iniciativa dirigida a prevenir y atender adecuadamente el crimen debe ser concebida desde el enfoque de la “Justicia Restaurativa”, apartándose así de los paradigmas de la “Justicia Retributiva” que por años han regido nuestro sistema de justicia. Como es sabido, la “Justicia retributiva” trata el delito como un incumplimiento con la Ley y, por consecuencia, una falta contra el Estado. Asimismo, la “Justicia retributiva” ve una relación directa y proporcional entre el crimen y el castigo.
 

Así las cosas, favorece se establezca una edad base para la inimputabilidad de delitos a menores, “toda vez que en Puerto Rico no existe una edad mínima de responsabilidad penal, por lo que aún ante su incapacidad para entender procedimientos, un menor de trece años podría tener que verse sometido y enfrentarse al Sistema de Justicia Juvenil”.
 Sin embargo, expone la existencia de estudios científicos que corroboran que el desarrollo de cerebros de los menores está en continuo crecimiento, al menos, hasta los 20 años. Igualmente, en lo referente a la enmienda propuesta para establecer un proceso de mediación, la ODSEC plantea la necesidad de que tal acción sea cimentada en los principios de la “Justicia Restaurativa”.  Sin embargo, reconoce que la mediación, sin importar el enfoque filosófico que se le otorgue, es un paso adicional, y “[e]n lo que a los menores respecta, la mediación permitiría que éstos asuman su responsabilidad por la falta cometida y por las consecuencias causadas por sus actos, a la vez que se procura alcanzar una solución que actúe en beneficio de todas las partes”.

Asimismo, la ODSEC avala crear e imponer un proceso administrativo en el ámbito escolar, lo que muy bien podría reducir la cantidad de conflictos que lleguen al tribunal. Igualmente, estipula que “[c]omo es conocido, el acceso a la educación y a servicios, así como la realidad socioeconómica, constituyen factores determinantes en el ingreso de un menor al sistema de justicia juvenil”.
  Por lo que, la implementación de dicho mecanismo administrativo limitaría el proceso judicial como última alternativa para atender las controversias surgidas. En este sentido, comenta lo siguiente:

En adición a lo anterior y con el fin de salvaguardar la integridad física y emocional de aquellos menores que se ven inmersos en procedimientos ante el Tribunal, el P. del S. 344 busca proscribir el uso de restricciones físicas, como lo son las esposas, cadenas y grilletes, cuando los menores comparezcan a un procedimiento judicial.  Además, la medida legislativa de referencia busca prohibir el empleo de cualquier forma de confinamiento solitario, medida transicional o de seguridad que implique el mantener a un menor aislado de la población por un periodo mayor a 24 horas, así como el uso de gas pimienta en todas las instituciones que componen el Negociado de Instituciones Juveniles.

Demás resulta decir, que las prohibiciones que buscan ser establecidas mediante el P. del S. 344 no tan sólo nos parecen adecuadas, sino un imperativo para garantizar el bienestar e integridad de aquellos mejores que encarnan un procedimiento judicial y una posterior reclusión en una institución juvenil.
 (Énfasis suplido) 
La ODSEC plantea coincidir con las restantes enmiendas propuestas por el proyecto, especialmente en términos proveer asistencia de intérprete a menores sordos o que no dominen el español; reducir el término para celebrar una vista de causa probable en alzada, limitar las instancias en las que se podría celebrar una vista en ausencia del menor, entre otros; y sobre la pérdida de jurisdicción del Tribunal de Menores y el traslado del caso a una sala ordinaria de un tribunal, nos expresa, como último punto, lo siguiente:

[S]i bien es cierto que estamos en total acuerdo con que se limite al mínimo las instancias en que esta situación resulte procedente, entendemos que dicho traslado en ninguna instancia debe ser hecho de forma automática, sin que se tomen en consideración la condición física, intelectual y cognitiva del menor. Lo anterior, en ánimo de evitar que un menor que posea deficiencias intelectuales o cognitivas sea sometido a penas mucho más severas y sea juzgado dentro de un sistema que no fue diseñado con el propósito de protegerlo y proveerle las herramientas para su pleno desarrollo.

Cónsono con lo anterior y debido a que estamos convencidos de que toda acción del Estado debe estar dirigida y buscar el mejor bienestar del menor, respetuosamente sugerimos que el lenguaje de la Sección 4 del P. del S. 344 sea enmendado a los fines de disponer que toda solicitud de renuncia a la jurisdicción del Tribunal de Menores deberá estar acompañada de un informe que recoja la realidad cognitiva, intelectual y física del menor.  Lo anterior, con el fin de que el Tribunal tenga ante sí la información necesaria que le permita determinar si procede o no el traslado del caso a la jurisdicción ordinaria del foro judicial.

Finalmente, la ODSEC reconoce la importancia del proyecto, el cual, a su juicio, representa “una valiosa oportunidad para reformar en parte nuestro Sistema de Justicia Juvenil, lo que abonará a que se cumpla con los propósitos de rehabilitación plena que dieron paso a la promulgación de la Ley de Menores de Puerto Rico”.

Unión Independiente de Abogados de la Sociedad para Asistencia Legal

Por conducto de la Lcda. Athelyn Jiménez Emmanuelli y el Lcdo. Rubén A. Parrilla Rodríguez, la UIASAL favorece la aprobación del P. del S. 344, con enmiendas.

Inicialmente, recomiendan introducir en el Artículo 3 de la Ley de Menores la definición de “interés superior del niño”, que debe leer como sigue:

“Debe entenderse como un principio, derecho y norma de procedimiento, a efectos de garantizar a toda persona menor de 18 años el respeto de sus derechos de manera prioritaria, procurando su pleno desarrollo, efectivo y permanente.  En el interés superior del niño se considera a este como sujeto de derechos y responsabilidades según su edad, grado de madurez, condiciones socioeconómicas en que se desenvuelve, nivel de educación y demás condiciones personales; cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.”

Coinciden con el establecimiento de los trece (13) años como edad mínima para que estos asuman responsabilidad por sus actos, por ser cónsono con el desarrollo del derecho internacional a favor de la niñez.  Nos expone que, según el Comité de los Derechos del Niño, organismo que supervisa la aplicación de la Convención sobre Derechos del Niño, no es recomendable que se establezca una edad por debajo de los catorce (14) años.  No obstante, por ser por vez primero que Puerto Rico atiende este asunto, entiende la edad mínima a los trece (13) años debe ser el primer paso para que, en el futuro, la Asamblea Legislativa considere aumentar la edad paulatinamente, hasta llevarla entre los quince (15) y dieciséis (16) años, que es lo recomendable.  Al abordar este asunto, explican lo siguiente:

“En Puerto Rico, la edad para la adultez penal está establecida en dieciocho años.  A partir de esa edad, cualquier conducta prohibida por el Código Penal o alguna otra legislación que regule conductas en el ámbito penal será procesada y sentenciada como adulto.  Sin embargo, no existe una edad mínima de responsabilidad penal.  De ahí que en los tribunales de menores se procesen niños y niñas de ocho y nueve años, por mencionar algunas edades.”
 (Énfasis suplido)    

Por otro lado, rebate preocupación de quienes entienden que, los criminales adultos organicen crimines a través de niños y niñas con menos de trece (13) años.  Sobre este asunto, comentan:

“Este cuestionamiento nos parece bastante distante, incluso, de los propósitos de establecer un sistema regulatorio y códigos de conducta, como el Código Penal.  Tener una consideración como esta, es el equivalente a creer que actualmente, sin una edad mínima de responsabilidad penal, no ocurre ese fenómeno.  Peor aún sería aceptar que los propios articulados relacionados a aumentos de pena o sanción de conducta por utilizar a una persona menor de edad para la comisión de un delito están inoperantes.  El Código Penal de Puerto Rico en su Artículo 66, inciso (g), establece como una circunstancia agravante a la pena utilizar un menor en la comisión del delito.”
 (Énfasis suplido) 

Asimismo, sobre argumentos que este tipo de medida promovería impunidad, por no procesar judicialmente a niños, razonan que “… la data estadística lleva a una conclusión clara son muy pocos los delitos (o faltas) de carácter grave que se cometen por niños hasta los trece (13) años.  El temor a ser castigados se ha cuestionado como método óptimo para disuadir a las personas de que cometan crímenes.”
 Por ello, favorecen el establecimiento de una edad mínima, y recomiendan que donde quiere que se mencione “autoridad” se sustituya por “jurisdicción”.  Además, a los fines de establecer meridianamente que el Tribunal de Menores no tendrá jurisdicción sobre menores de trece (13) años, recomienda se añada el texto “por tanto no será responsable ni quedará sujeto al procesamiento penal al amparo de esta Ley”.  Recomienda, además, que se incluya lenguaje para que menores con discapacidades en el desarrollo neurológico sean excluidos de la jurisdicción del Tribunal de Menores, aun cuando su edad natural sea superior a los trece (13) años. 

La postura de la UIASAL, en cuanto a las renuncias de jurisdicción, es que, “todo joven menor de 18 años en conflicto con la ley penal debe ser tratado de conformidad con el sistema de justicia juvenil.  Se debe evitar que, a título de excepciones sean juzgados como delincuentes adultos.  Su madurez mental, emocional e intelectual así lo requiere… Somos del criterio, que el proceso de renuncia de jurisdicción violenta las garantías mínimas y se basa únicamente en el deseo encarnizado de mayor castigo sin brindar opciones ni estructura a los menores.”  Por todo lo cual, recomienda lo siguiente:

1. En cuanto al Artículo 15, que las renuncias de jurisdicción sean discrecionales, aumentar la edad de 14 a 16 años y que el remedio esté disponible únicamente en imputación de asesinato en primer grado por medio de veneno, acecho o tortura, o a propósito o con conocimiento, según tipificado en el Artículo 93, inciso (a) del Código Penal.

2. Añadir un inciso que establezca el siguiente lenguaje: “en todo lo concerniente a este proceso se tomará en consideración el interés superior del niño”.  

3. Artículo 16- Renuncia de jurisdicción en ausencia: eliminar dicho artículo, prohibiendo las renuncias de jurisdicción en ausencia;

4. Regla 4.1: en el inciso (a) aumentar la edad de 14 a 16 años, únicamente en la modalidad de asesinato en primer grado por medio de veneno, acecho o tortura, o a propósito o con conocimiento, según tipificado en el Artículo 93, inciso (a), del Código Penal.  Dejar el inciso (2), reenumerado como inciso (b), pero que lea: “previa determinación de causa probable, se le impute al menor una falta de asesinato en primer grado”. Anadir un inciso (c) que establezca: “en todo lo concerniente a este proceso se considerará el interés superior del niño”. 

Por otro lado, UIASAL entiende que el propuesto Artículo 4-A “va a la par con las recomendaciones internacionales de procurar desjudicializar aquella conducta que pueda ser tratada en otros escenarios, con mejores resultados.”  No obstante, levantan bandera sobre las ocasiones en que, una conducta atendida por los reglamentos escolares luego es castigada en un proceso judicial.  Sugieren, por ende, “se le añada lenguaje tendente a que, de haber cumplido favorablemente con las medidas impuestas a nivel escolar, vía aplicación de los remedios administrativos, no se procederá a tramitar por la vía judicial dicha conducta que pueda ser constitutiva de falta (delito).”
  No queda claro para UIASAL que, el agotamiento de remedios excluya el proceso judicial. 

De otro lado, avalan el propuesto Artículo 20-A, que prohibiría el uso indiscriminado de restricciones mecánicas, esto por entender que, su lenguaje “está recomendado por organizaciones a través de los Estados Unidos y es exactamente el que se utiliza en la actualidad en más de la mitad de los estados que contienen la prohibición.”  En cuanto a las enmiendas propuestas sobre las Reglas de Procedimiento de Asuntos de Menores, recomienda, que la actual Regla 5.1 sea dividida en dos, como Regla 5.1 para el referido a un proceso de mediación, y 5.2 para referido a desvíos.  En cuanto al Artículo 23 y la Regla 8.1, sugieren modificaciones técnicas al lenguaje. 

Al evaluar las enmiendas propuestas al Artículo 24 de la Ley de Menores, sobre prohibición de confinamiento solitario y uso de gas pimienta en instituciones juveniles, entiende que, además de estatuirlas en la Ley de Menores, deben legislarse en el Plan de Reorganización del Departamento de Corrección de 2011.  Sobre el Artículo 27, entienden deba eliminarse el inciso (3), por ser contradictorio al lenguaje propuesto seguidamente.  Recomiendan, además, se enmiende la Regla 8.5 de Procedimiento de Asuntos Menores, para que se armonice la imposición de medidas dispositivas para todas las clases de faltas.  

Para UIASAL, es necesario eliminar la referencia que hace la Regla 2.14, en cuanto a la determinación de causa en ausencia, a su juicio esta disposición debe ser eliminada por completo. Finalmente, en cuanto al termino para ir en alzada ante una determinación de no causa, sugieren este sea de veinte (20) días, a los fines de asegurar un juicio rápido.  A su juicio, mantener el término de sesenta (60) días pudiese crear confusión y provocar que bajo ciertas faltas (delitos) corran distintos términos a la vez. 

Asociación de Psicología de Puerto Rico
Mediante memorial suscrito por el Dr. Lexter Rosario Sanjurjo, Gloriana Ríos Campbell y Kevia M. Calderón Jorge, la Asociación de Psicología de Puerto Rico, favorece la aprobación del P. del S. 344, con enmiendas. En su análisis expresan lo siguiente:

“La mera existencia de un sistema judicial para menores es ya de un reconocimiento de las diferencias en etapas del desarrollo humano. Sin embargo, los avances en neurociencias demuestran que resulta arbitrario establecer los 18 años como la mayoría de edad. Desde la perspectiva neurológica, la adultez se define por la madurez del sistema nervioso central. Esta madurez es crucial para los procesos de toma de decisiones, racionalización y competencia (Wishart, 2018); elementos básicos necesarios para toda persona que es imputada.

En su resumen de literatura, Wishart (2018) nos explica que la maduración del cerebro es dispareja, particularmente en las áreas relacionadas a esos procesos. La amígdala, centro de regulación emocional, finaliza su desarrollo entre los 15 a 19 años, dependiente del género; y la corteza prefrontal, centro de las funciones ejecutivas, culmina el desarrollo cerebral a mediados de los 20 años. Esta teoría del desbalance es la base de investigaciones como las de Cohen, et al. (2016), que sugieren que jóvenes entre 18 a 21 años tienen pobre control de sus acciones bajo estados emocionales negativos. Esto ofrece indicios de que la edad y la conducta no deberían ser los criterios principales para determinar imputabilidad, y que el enfoque debe ser más dirigido al nivel de desarrollo del joven y las circunstancias particulares de su situación. Cabe señalar que este proceso prolongado de maduración se traduce en mayor potencial de rehabilitación para un joven procesado por una falta.”
 (Énfasis suplido)
En cuanto al P. del S. 344, favorecen que se adopte la medicación en la solución de problemas que atañen a menores.  Sin embargo, desearían esta también sea extensiva a todo menor por cualquier tipo de falta.  Por otra parte, muestran reparo en que se establezca como edad mínima los 13 años.  A juicio de la Asociación, “es muy temprano para involucrar a un menor en procesos judiciales… Contactos con el sistema pueden ser intimidantes hasta para los adultos.”
  Recomiendan, por tanto, considerar elevar la edad mínima a los 16 años, y en el mejor de los casos, a los 21 años, lo cual sería cónsono con lo establecido en el Código Civil y los avances neurocientíficos. 

Sobre la renuncia de jurisdicción, nos sugieren que esta solo ocurra cuando se presente evidencia que sustente que la rehabilitación en el joven se encuentra severamente limitada o imposibilitada.  De igual modo, se oponen a que se lleven a cabo vistas en ausencia.  A su juicio, ello “es un acto punitivo que responsabiliza al (la) menor por su ausencia, asumiendo que no depende de adultos para comparecer.”
 La recomendación específica es que se disponga que toda vista tendrá que llevarse a cabo en presencia del menor.  Finalmente, sostienen favorecer la prohibición de medidas de restricción de forma indiscriminada y mecánica. 

Colegio de Profesionales del Trabajo Social de Puerto Rico
La Dra. Mabel López Ortiz, presidenta del CPTSPR, favorece la aprobación del P. del S. 344, con enmiendas.  Entre sus comentarios sostiene que el asunto que aborda el proyecto en la mayoría de las ocasiones es tratado desde una perspectiva estrictamente legal, ignorando que su raíz se encuentra en otros asuntos sociales.  

Atender las disposiciones de la Ley Núm. 88 de 9 de julio de 1986, según enmendada, conocida como “Ley de Menores” es urgente para evitar que se continúe violando derechos humanos a menores.

En este sentido, el CPTSPR propone que nuestro sistema de justicia juvenil adopte estándares básicos de los derechos humanos, entre estos, la Declaración de Derechos del Niño de 1959.  Así las cosas, cualquier sistema de justicia juvenil debe plasmar los siguientes asuntos:

1. Considerar a las personas menores de edad que lleguen a su atención como sujetos de derecho, no como objetos de intervenciones policiales, judiciales o sociales.  Sino como un ser humano, una persona, en descubrimiento de la vida, en desarrollo y con potencial de aprendizajes, introspección y rehabilitación, quien debe ser tratado o tratada con dignidad, evitando o minimizando la mirada adultocentrista de lo que se espera de la niñez o juventud. 

2. Las necesidades especiales de los niños y las niñas de conformidad a su etapa de desarrollo, madurez, capacidades cognitivas, historial biopsicosocial y sus condiciones sociales.

3. Que la guía para todas las determinaciones sea el interés superior de la niñez.

4. Que se reconozca la importancia de la unidad familiar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de las madres, padres, tutores y personas responsables.  Así como, el rol del estado en protección de la niñez y la juventud.

Entrando de lleno a evaluar el P. del S. 344, el CPTSPR sostiene que, es preocupante que cualquier niño, sin importar su edad, se le presenten querellas en un Tribunal.  Por la experiencia de sus colegiados, estos han visto casos de citaciones a menores de cinco (5) años, y otros de hasta nueve (9) años citados a Vistas Adjudicativas.  Para el CPTSPR es esencial que se establezca una edad mínima para que la Ley de Menores entonces pueda asumir jurisdicción sobre su conducta.  A su juicio, y en base a un panel multidisciplinario, entienden que para procesar judicialmente a un joven debe ser a partir de los dieciséis (16) años.  

Al contrastar con la propuesta legislativa, comenta que “consideramos que la edad de 13, preferiblemente 14 años pudiera ser una opción para iniciar un proceso de transición (Comisión de Legislación CPTSPR, 2017).  Así, de forma paulatina, lograr llegar a los 16 años como edad mínima, la cual también es recomendada por organizaciones internacionales.”
 Por tal razón, recomienda se añada un subinciso (ii) al inciso (c) del Artículo 4 de la Ley de Menores, para que les como sigue:

“(ii) Se crea el comité estatal de transición de la edad mínima del Sistema de Justicia Juvenil coordinado por el Programa de Justicia Juvenil de la Oficina para el Desarrollo Socioeconómico y Comunitario de Puerto Rico, con la participación de funcionarios del Departamento de Educación, Departamento de la Familia, Departamento de Justicia y la Oficina para la Administración de los Tribunales para establecer un plan que evalué la implementación de la edad mínima y vaya incorporando procedimientos en las agencias públicas para llegar a la edad mínima de 16 años”

Para el CPTSPR, establecer una edad mínima es antónimo a que un menor ostente capacidad para entender las consecuencias de sus actos.  Por lo cual, aboga para que, al momento de determinar la capacidad, se incluyan otros criterios, tales como sus condiciones sociales, historial, privaciones culturales, entre otros.  Por otra parte, nos plantea la necesidad de que, paralelamente, se promuevan programas y ofrecimientos para atender a los menores de trece (13) años.  

Considerando que el Departamento de la Familia, asumiría la jurisdicción sobre cualquier caso de menor, inimputable, por ser menor de los trece (13) años, es obligatorio que se dote de recursos para que los ya limitados recursos y capital humano de la agencia pueda responder efectivamente a este nuevo deber.  Recomienda, por ende, que se le asigne la responsabilidad de generar las evaluaciones y planes correspondientes sobre cada menor al Programa de Trabajo Social del Departamento de Justicia.  Así las cosas, sugiere que, en el inciso (c), su subinciso (i) lea de la siguiente manera:

“Todo(a) menor que no haya cumplido los trece (13) años de edad, cuya conducta imputada sea constitutiva de falta, se considerará inimputable. A tales efectos, el Procurador de Menores referirá al(la) menor al Programa de Trabajo Social del Departamento de Justicia para la correspondiente evaluación, y de ser necesario le ofrezca servicios y/o capacitación que redunde en el mejor bienestar del(la) menor. El Programa vendrá obligado a evaluar y recomendar el Plan de Servicios a seguir para el(la) menor, si fuese necesario.  El padre, madre o tutor(a) vendrá obligado(a) a seguir el plan.  En caso de que el padre, madre o tutor(a) no cumpliese con la recomendación, será informado al Procurador de Asuntos de Relaciones de Familia quien podrá emitir una orden de cumplimiento y someterá una querella en virtud de la Ley 246 del 2011 al Departamento de la Familia, quien hará la investigación e informara el resultado de la misma al Departamento de Justicia.  En caso de que se entendiera necesario alguna orden judicial para allegar algún servicio, los y las profesionales del Trabajo Social, a través del Procurador o Procurador de Asuntos de Familias podrán solicitar órdenes judiciales.  

El Departamento de Justicia crea el Programa de Trabajo Social bajo la Procuraduría de Relaciones de Familias para, entre otras delegaciones: 

· Evaluar y establecer plan de servicios para personas menores de  edad inimputables que llegaron ante la atención de la Procuraduría de Menores o de la agencia.  Así como establecer un protocolo y guías desde un enfoque de justicia terapéutica y restaurativa para estos fines.

· Coordinar servicios interagenciales en búsqueda de acuerdos y servicios para las personas menores de edad inimputables, así como quienes estén en programa de desvío.

· Cada jurisdicción debe tener nombrados profesionales de Trabajo Social.

· La supervisión de los y las profesionales del Trabajo Social debe realizar por otro profesional de esta disciplina y debe existir un programa de supervisión para los y las profesionales que se encuentren en cada jurisdicción.”
 
Por otro lado, el CPTSPR favorece la inclusión del Artículo 4-A, sobre agotamiento de procedimientos de remedios administrativos en las escuelas.  No obstante, recomienda que, los comentarios, admisiones o declaraciones realizadas por los menores durante el procedimiento administrativo estén disponibles para los trabajadores sociales, a los fines de llevar a cabo sus propias evaluaciones.  Asimismo, en cuanto a los estudiantes de educación especial, el CPTSPR propone que se incluya una alocución directa en dicho Artículo, que deberá leer como sigue:

“Cuando una persona menor de edad referida a la Procuraduría de Menores sea participante del Programa de Educación Especial, antes de radicar cargos, el Procurador o la Procuradora de Menores deberá solicitar informes donde se indique el estatus del programa educativo individualizado (PEI), el cumplimiento del mismo, así como los remedios ofrecidos por la institución académica para atender las situaciones que puedan ser consideradas faltas a la ley.

De no existir o no recibir los servicios conductuales que requiere según su condición o deficiencia en el desarrollo, referirá la situación a la atención de la dirección de la escuela para establecer un plan y lo referirá al Programa de Trabajo Social de Departamento de Justicia para una evaluación social y seguimiento a un plan de servicios.”
  
En cuanto a la enmienda al Artículo 15 de la Ley de Menores, que versa sobre la renuncia de jurisdicción del Procurador, es contención del CPTSPR que dicha renuncia sea eliminada totalmente de nuestro ordenamiento.  No obstante, recomienda que, de subsistir, esta solo pueda solicitarse ante un Tribunal a partir de los dieciséis (16) años.  De otro lado, favorece la adición del Artículo 20-A a la Ley de Menores, el cual prohíbe el uso de restricciones a menores al ser llevados ante un Tribunal, tales como esposas, cadenas o cualquier otro que limite su movilidad.  Así, también, en cuanto a la enmienda al Artículo 23, sobre los informes sociales, el CPTSPR favorece su inclusión, y sobre esto, nos señalada:
“Los informes sociales son un instrumento de gran valor y utilidad en las salas judiciales del país, en particular en el Sistema de Justicia Juvenil.  A través del mismo el Tribunal puede obtener recomendaciones de medida dispositiva y servicios que parten de una evaluación social forense.  Estas evaluaciones surgen de metodologías científicas desde las cuales los y las profesionales del Trabajo Social realizan una investigación exhaustiva del historial familiar, académico, de salud y comunitario, lo cual se pondera con literatura científica (López, 2009).  Los informes sociales deben continuar siendo un instrumento indispensable para estos procesos.”

Recomiendan además que, en cuanto al uso de intérpretes (Artículo 37), estos también estén disponibles para evaluaciones sociales a ser realizadas por profesionales del Trabajo Social del Departamento de Justicia o de la Rama Judicial.  Ante el confinamiento solitario, sostiene el CPTSPR:
“El confinamiento solitario, medida transicional o de seguridad por más de 24 horas y el uso de gas pimienta en las instituciones juveniles son medidas contrarias a una perspectiva de rehabilitación enfocada en modelos restaurativos.  Es por esto que avalamos su prohibición desde esta legislación.

Proponemos que el proyecto detalle que solo se debe utilizar el aislamiento en circunstancias de extremada seguridad o condición de salud que amerite, lo cual debe ser justificado e incluido en los informes de seguimiento emitidos al Tribunal como parte de las Vistas de Revisión.”
 

Finalmente, el CPTSPR señala que esta “medida legislativa nos parece un paso afirmativo para incorporar una mirada centrada en los derechos humanos en el Sistema de Justicia Juvenil.  Todavía conlleva revisar y analizar otros asuntos con mayor detenimiento como: adiestramientos y especialidad de quien sea el Procurador y Procuradora de Menores, instaurar una filosofía de justicia restaurativa y terapéutica desde la legislación…”

Sociedad para Asistencia Legal
SAL coincide con limitar la jurisdicción del Tribunal de Menores a menores entre los trece (13) y dieciocho (18) años.  Así lo estipula al sostener lo siguiente:

“… los procedimientos celebrados en su interés de enfocarían en actos cometidos por menores que ya cuentan con el discernimiento necesario para que se les exija responsabilidad.  Es por ello que estamos totalmente de acuerdo con la intención plasmada en el PS 344 a los fines de establecer una edad mínima a partir del cual el Tribunal de Menores adquiera su jurisdicción.  Sin embargo, creemos prudente señalar la edad de trece (13) años como la indicada para exponer a un menor bajo la jurisdicción del Tribunal de Menores siempre garantizando que la última alternativa en el proceso sea la privación de la libertad de ese menor.”
 

A pesar de que SAL avala el establecimiento de una edad mínima, llama nuestra atención, y sugiere, que esta sea extensiva “a menores de edad cuya facultad mental sea menor de trece (13) años de edad.”
  

Al evaluar la propuesta de limitar las renuncias de los Procuradores de Menores a casos sobre asesinato o donde ocurran faltas de delito de agresión sexual, SAL entiende que este mecanismo debe ser eliminado de nuestro ordenamiento jurídico.  Al contrario, entiende la jurisdicción del Tribunal de Menores debe ampliarse a todo tipo de faltas, y prohibirse que cualquier menor sea procesado como adulto.  Entre sus argumentos, señala lo siguiente:

“En un País que pretende ser garantista y que, apuesta a la niñez para reformar y promover cambios culturales en nuestra sociedad, no podemos permitir que menores desde los 14 años de edad puedan ser renunciados a la jurisdicción del Tribunal de Menores para así someterlos y castigarlos con el procesamiento penal al igual que a un adulto.  Si creemos y tenemos la convicción de que un menor es potencialmente capaz de reformarse y rehabilitarse, si reconocemos que un menor no puede ni debe ser equiparado con un adulto porque “no son adultos en miniatura” y tienen su “capacidad disminuida”, debe actuarse conforme y no permitir que se continúen perpetuando las renuncias de jurisdicción o la ausencia de jurisdicción del Tribunal de Menores para que un niño, adolescente o un joven pueda ser procesado y sentenciado como un adulto.

…

Reiteramos que una sociedad que continúe validando las renuncias de jurisdicción de los menores, es un sistema que reconoce que sus servicios, instituciones y procesos han fracasado en promover el que los menores sean tratados diferentes porque son realmente diferentes.”
 
Tampoco recomienda se incluya la agresión sexual como delito al cual se pudiese renunciar a su jurisdicción.  A su juicio, “es importante distinguir la naturaleza criminal subjetiva y objetiva con la que un adulto pudiese cometer este tipo de delito y diferenciarlo de las circunstancias en las que un menor de edad pudiese incurrir en este tipo de conducta… la adolescencia es una etapa crítica del desarrollo cerebral de un ser humano que se caracteriza por la impulsividad y la falta de desarrollo biológico en la corteza frontal de su cerebro, donde precisamente ocurre el análisis crítico y ponderación de consecuencias.  Por lo que, el estado mental de un menor de edad que pudiese cometer este tipo de falta, se distancia sustancialmente del mens rea, que se le adjudicara a éste en un proceso de adultos.”
  

Además, las “complicadas circunstancias que rodean este tipo de delito en el ámbito de menores de edad, se relacionan con falta o pobre supervisión de los encargados, falta de educación sexual adecuada y/o pobre capacidad de preconcebir las consecuencias de sus actos, incluso a pesar de contar con el “consentimiento” de la parte que luego será catalogada (o) como víctima.”

Favorece, por otra parte, el agotamiento de remedios administrativos, por entender que la mediación “podría tener el efecto de que no se le prive la libertad al menor.  Incluso en algunos casos podría evitar la presentación de una querella y disponer del incidente mediante métodos alternos.”  Al presente, no existe estatuariamente el reconocimiento de la mediación.  Para SAL, es prudente que se agoten los procedimientos reconocidos en la reglamentación del Departamento de Educación previo a acudir al foro judicial.  

Asimismo, plantean estar de acuerdo con la adición de un nuevo Artículo 20-A, por entender que “no hay necesidad de mantener las restricciones mecánicas en los menores a los fines de evitar fuga o insubordinación particularmente cuando no se han documentado eventos críticos que justifiquen este proceder como cuestión de norma.”
  Un total de treinta y dos (32) Estados han eliminado esta práctica, que atenta contra el debido proceso de ley de los menores.  Abunda sobre esto lo siguiente:
“La práctica de imponer restricciones mecánicas de manera indiscriminada estigmatiza a los menores, lo que afecta adversamente la percepción de los funcionarios del tribunal e incluso la forma en que los menores se perciben a sí mismos.  Esto plantea la posibilidad de lo que se ha denominado como “self fulfilling prophesy” donde, al percibirse como delincuentes, los menores van moldeando su identidad y actuando de acuerdo a la etiqueta.  Sobre este particular, se ha concluido que la imposición de restricciones mecánicas en los menores para la comparecencia ante el tribunal es excesivamente punitiva, en contra de los fines rehabilitadores de estos procedimientos y psicológicamente dañina.”

Al evaluar la propuesta sobre los procedimientos de mediación, entiendo la política del Estado Libre Asociado de Puerto Rico siempre ha estado orientada lograr la rehabilitación y readaptación de los menores en la sociedad.  Por ende, “la posibilidad de restringir su libertad se concibe como medida de última instancia… Los propósitos de nuestro ordenamiento de menores son cónsonos con los fines de la mediación; la mediación es una alternativa no adversativa para el manejo de conflictos.”
  Al avalar su inclusión como enmienda a la Ley de Menores nos comenta lo siguiente:

“En aras de proteger el bienestar del menor y cumplir con el propósito rehabilitador de la Ley de Menores, la SAL estima pertinente extender a los menores la mediación como alternativa adecuada y razonable para disponer de sus procesos en el ámbito de justicia juvenil.  Si la mediación se reconoce como uno de los métodos alternos para la solución de conflictos en procedimientos judiciales contra adultos, más aún debe ofrecerse la misma alternativa a los menores, considerando la naturaleza sui generis de estos procesos.”
En cuanto a las enmiendas a la Regla 5.1 de las de Procedimiento para Asunto de Menores, es contención que estas no deben limitarse a las Faltas Clase I, sino que deben ser extensivas a todo tipo de Falta, y estar disponible de acuerdo con las necesidades y particularidades de cada caso.  Particularmente, nos comenta lo siguiente:
“… proponemos que los procesos de mediación no tengan limites por razón de clase ni cantidad de faltas… Creemos que limitar esta herramienta de justicia restaurativa en el ámbito de justicia juvenil sería perjudicial ante los objetivos principales de la propia Ley de Menores y las reglas que la viabilizan.  Por el contrario, proponemos que se tomen en consideración los siguientes factores al evaluar si un caso debe ser o no referido para mediación, independientemente de la clase de falta que se haya cometido.  En esencia, estos son los siguientes:
(1) Naturaleza de la falta imputada;

(2) El historial del menor;

(3) La gravedad del daño sufrido por la víctima;

(4) La aceptación de los hechos por parte del menor;

(5) La disposición de reparar el daño;

(6) La relación social e interpersonal entre el menor y la víctima;

(7) La posibilidad de continuidad de la conducta;

(8) Si la mediación sirve a los mejores intereses de la sociedad; y

(9) La posibilidad de rehabilitación del menor.”
 
Por otro lado, coindicen con lo propuesto en torno al Artículo 23 de la Ley de Menores, específicamente en cuanto a dejar fuera del alcance del juzgador el informe social de los menores previo a la adjudicación de un caso.  Asimismo, avalan la prohibición de mantener a un menor en confinamiento solitario por un espacio mayor de veinticuatro (24) horas, y el uso de gas pimienta en las instituciones juveniles.  Sobre esto nos señala lo siguiente:

“En la SAL entendemos que adoptar este tipo de lenguaje pone punto final a la práctica de ubicar menores de edad en un aislamiento total como parte del ejercicio de la custodia que el Estado ejerce sobre ellos.  El confinamiento solitario (llamado de cualquier forma), siempre que éste resulte en aislar al menor de todo contacto humano, es una manera cruel e inusitada de cumplir una medida dispositiva, tal y como lo prohíbe nuestro ordenamiento jurídico.

…

… El gas pimienta en un químico usado para incapacitar a los individuos al inducir una sensación de ardor casi instantánea en la piel, al igual que induce lágrimas e hinchazón en los ojos.  El Council of Juvenil Correctional Administrators (CJCA) indicó en un informe que, aunque esta práctica es más común entre instituciones para adultos algunos estados permiten usar gas pimienta en ofensores juveniles.  De igual manera, pocos son los estudios que justifiquen usar este tipo de químico en ofensores juveniles.”
 

SAL favorece la adición de un nuevo inciso (h) al Artículo 37 de la Ley de Menores, mediante el cual se hace mandatorio que el Tribunal, motu proprio o a petición de parte nombre un intérprete que pueda llevar a cabo una adecuada comunicación entre el menor con discapacidad de audición y todos los actores que interviene en el proceso.  Asimismo, al avalar la enmienda al Artículo 27, para que cualquier menor incurso por Falta Clase I no pueda ser puesto bajo custodia del Departamento de Corrección y Rehabilitación, recomienda se elimine el texto del Artículo 27 (a)(3) que dispone “custodia por un término máximo de seis meses”. 

Finalmente, coinciden con la intención legislativa en torno a las enmiendas sobre la Vista de Causa Probable, Causa Probable en Alzada y Vistas en Ausencia del Menor, esencialmente por entender que se distinguiría el proceso de menores del esquema procesal de adultos, así como se persiga una economía procesal.  Así pues, a modo de cierre, expresa lo siguiente:

“… no podemos seguir dando la espalda a la población de menores que está siendo procesada en los Tribunales de Menores del País y mucho menos podemos equiparar la naturaleza sui generis que cobija a los procesos de menores a la establecida en los procesos de adultos.  Es preciso ofrecer alternativas que alejen a los menores de ser sometidos a un proceso penal ofreciendo oportunidades reales que impacten el entorno familiar y social en el que conviven.  La SAL no avalará medidas cuyas consecuencias directas sean criminalizar a la juventud del País exponiéndolos a procesos menos garantistas y que los ubique en peor posición que la de un adulto sometido a un proceso penal.”
   

Taller Salud


Por medio de memorial suscrito por Tania Rosario Méndez, Zinnia Alejandro, Verónica Díaz Torres, Jailene Sotomayor Sánchez y Annelly Hernández Santos, Taller Salud expresa ser una organización fundada en 1979, situada en Loíza, feminista y de base comunitaria.  Entre sus objetivos se encuentra mejorar el acceso de las mujeres a servicios de salud, reducir la violencia en espacios comunitarios, y fomentar el desarrollo económico.  Al considerar el P. del S. 344, favorecen su aprobación, por entender se “promueve la transformación del sistema de justicia criminal hacia uno de justicia restaurativa, y la abolición del sistema carcelario de personas menores”. 

Consideran que factores de exclusión que enfrentan los jóvenes son el origen de conflictos que desembocan en sociedad, por lo cual, abogan por mejorar el sistema de justicia juvenil, que, de paso a la adopción de un tratamiento restaurativo, no punitivo.  En su análisis se critica el sistema de justicia juvenil local, por entender que no promueve una alternativa real de rehabilitación y reinserción social, situación que en ocasiones provoca la reincidencia en la comisión de actos delictivos.  

Su contención queda sustentada en estadísticas y estudios sobre la conducta humana juvenil, que apuntan a que una persona joven expuesta al sistema de justicia criminal es 38 veces más propensa de cometer algún crimen en su adultez.  Consideran, además, que problemas de salud mental desatendidos, carencia en acceso a educación, escasez de programas de salud, entre otros, son también raíz de escenarios de violencia.  

En su aval a la adopción de un nuevo paradigma, resaltan la concepción establecida por la Organización de las Naciones Unidas en torno a la justicia restaurativa.  Así, comentan esta “es un mecanismo alterno de resolución de conflictos que, utilizando varios modelos, involucra a la víctima, a la persona ofensora, a las redes de la sociedad, las instituciones judiciales, y la comunidad, enfocándose en la comprensión del daño a las víctimas”.  De igual forma, comentan ser partidarios del movimiento abolicionista carcelario, el cual, en palabras de Fernando Picó, y según citan en su memorial:

“La cárcel de hoy cumple muy mal los tres propósitos que se le adjudicaron en el siglo 18.  No es disuasivo, ni rehabilita, y el castigo que administra es cruel e inhumano.  Lejos de resolver los problemas sociales, los ha complicado.  Como el hospital europeo del siglo 19, que vino a ser foco de infección epidémica en vez de sitio de curación, el tiempo está en el corazón mismo de nuestra problemática criminal.  La cárcel no es la solución.  Es el problema.  Eliminar la cárcel debe ser una prioridad pública.”

Para Taller Salud, el P. del S. 344 es un primer paso para reformar el sistema de justicia juvenil, y su transformación hacia uno efectivo.  No obstante, recomiendan se examinen los recursos fiscales y humanos para lograr el agotamiento de remedios disponible en las instituciones educativas de Puerto Rico; investigar el funcionamiento y efectividad de los servicios ofrecidos por las instituciones juveniles locales; y aumentar la edad de responsabilidad penal, como persona adulta a los 21 años. 
ANÁLISIS DE LA COMISIÓN DE LO JURÍDICO DE LA CÁMARA

Esta Comisión de lo Jurídico de la Cámara de Representantes concurre con lo concluido por la Comisión de lo Jurídico del Senado. Como bien mencionan algunos de los exponentes, estas enmiendas son un primer paso, por lo que no se debe descartar que posteriormente en el tiempo se vuelvan a someter otras enmiendas al mismo articulado o a otro en particular. Lo que si no podemos permitir es que las costumbres y que el miedo al cambio no nos deje legislar para atender ciertas preocupaciones mediante medidas de avanzada como esta. Nuestros menores también son parte de nuestra sociedad y serán los que quizás posteriormente estén aquí en esta Asamblea Legislativa proponiendo otras enmiendas a esta Ley y Reglas o a otras disposiciones análogas que pudieran crear cierto disloque entre lo sustantivo y lo procesal. 
SESIÓN PÚBLICA DE CONSIDERACIÓN FINAL (“MARK-UP SESSION”)
El 8 de febrero de 2022 la Comisión de lo Jurídico de la Cámara de Representantes celebró una Sesión Pública de Consideración Final (“Mark-up Session”) para este proyecto de ley, según lo dispone el Reglamento de la Cámara de Representantes. En dicha sesión pública se consideró el documento circulado, sin enmiendas.  No se recibieron enmiendas adicionales por lo que se consideró para efectos de votación, el documento circulado.  No obstante, luego de un receso no se obtuvo el quorum requerido por lo que antes de cerrar los trabajos, se convocó a un referéndum durante las próximas 24 horas para llevar a votación la medida. El referéndum se llevó a cabo el 8 de febrero de 2022 y con nueve (9) votos a favor, ninguno en contra y uno (1) abstenido, la decisión de la Comisión sobre el Proyecto del Senado 344, fue la aprobación del proyecto, sin enmiendas.
ACTA DE CERTIFICACIÓN
No se acompaña Acta de Certificación Positiva con el presente Informe Positivo en virtud de lo dispuesto del inciso (g) de la Sección 12.21 del Reglamento de la Cámara de Representantes. En su lugar, se acompaña, Hoja de Referéndum. 
CONCLUSIÓN
Concurrimos pues, con la conclusión del Informe de la Comisión de lo Jurídico del Senado; y con las enmiendas recogidas en el texto de aprobación final del Senado tanto del Entirillado Electrónico como en Sala. 
Por los fundamentos antes expuestos, la Comisión de lo Jurídico, somete el presente Informe Positivo en el que recomienda a este Augusto Cuerpo la aprobación, sin enmiendas, del P. del S. 344.
Respetuosamente sometido,

Orlando J. Aponte Rosario
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